
MARCO LEGAL DE 
LA ASISTENCIA 
DOMICILIARIA 

El importante papel que, 
en el conjunto de los servi-
cios sociales, representa ya 
la asistencia domiciliaria, su 
relativa novedad en la lista 
de los recursos sociales y, 
sobre todo, el seguro creci-
miento en extensión y ¡oja-
lá! en calidad asistencial 
que van a experimentar, 
parecen exigir unas sólidas 
bases normativas que defi-
nan con claridad dos aspec-
tos esenciales a una correc-
ta institucionalización de 
servicios: las competencias 
y la financiación. 

La competencia admi-
nistrativa admite distintos 
grados en la participación 
de los organismos públicos, 
pero referida a un servicio 
social como la asistencia 
domiciliaria, equivale, en 
nuestra Comunidad, a la res-
ponsabilidad plena de los 
poderes públicos, tanto en 
la prestación del servicio 
como en la financiación de 
sus costos. Más aún: Se 
señala inequívocamente a 
los Ayuntamientos o Man-
comunidades municipales 
como directos responsables 
de la asistencia y funciona-
miento de este recurso 
social. 

Como es bien sabido, 
la Ley de Servicios Socia-
les de Euskadi asigna a los 
poderes públicos la respon-
sabilidad en la aportación 
de los recursos financieros, 
técnicos y humanos que 
permitan un eficaz funcio-
namiento de los servicios 
sociales (Exposición de moti-
vos y Art. 5.1.). Reivindica, 
por otra parte, el principio 
de integración, que consti-
tuye  la  esencia  misma  de 

la Asistencia domiciliaria: 
"Los servicios sociales ten-
derán al mantenimiento de 
los ciudadanos en su am-
biente familiar y social, o, 
en su caso, a su reinser-
ción en el entorno normal 
de la comunidad, utilizán-
dose, en cuanto sea posi-
ble, los cauces normales de 
satisfacción de las necesi-
dades sociales (Art. 5.4.). 

La Ley insiste en otro 
principio, que es clave en 
toda la norma, y que marca 
firmemente el camino de la 
descentralización de los ser-
vicios o, si se quiere, la 
aproximación a los ciuda-
danos de los centros de 
poder y de gestión de los 
recursos sociales: "La pres-
tación de los servicios socia-
les, cuando su naturaleza lo 
permita, responderá a cri-
terios de máxima descen-
tralización, siendo el muni-
cipio su principal gestor y 
atendiendo a la comarca 
como el eslabón base de 
planificación" (Art. 5.5.). Este 
mismo mandato, en la atri-
bución expresa de compe-
tencias que se recogen en 
el Título II de la Ley, se 
enuncia así: "Los Ayunta-
mientos o entes supramu-
nicipales serán los respon-
sables de organizar y ges-
tionar los servicios sociales 
en su ámbito correspondien-
te, procediendo también a 
la creación de aquellos que 
se demuestren necesarios 
de acuerdo con la progra-
mación establecida al efec-
to" (Art. 11.). 

No parece dudoso que 
el servicio social llamado 
asistencia domiciliaria esté 
incluido entre los servicios 

que los Ayuntamientos de-
ben promover, organizar y 
gestionar. Pero, por si cupie-
ra la duda, otra norma, esta 
vez el Decreto 257/1986, 
de 1 8 de Noviembre, sobre 
servicios sociales para mi-
nusválidos, manda en su 
artículo 48, que los Ayun-
tamientos y mancomunida-
des deberán promover y, en 
su caso, gestionar la ayuda 
domiciliaria. 

Para terminar estas ano-
taciones sobre el tema com-
petencial, quizá convenga 
puntualizar que la respon-
sabilidad de los Ayuntamien-
tos es compatible con fór-
mulas de gestión no direc-
tamente pública, con tal de 
que los criterios de selec-
ción de usuarios, funciona-
miento del servicio y con-
trol de su calidad esté en 
manos del Ayuntamiento 
que es quien, en cualquier 
caso, responde ante los 
usuarios y la propia comu-
nidad. 

Respecto de la finan-
ciación del servicio social 
que nos ocupa, es de plena 
evidencia que debe sopor-
tarla la institución respon-
sable. Así está recogida en 
la propia Ley de Servicios 
Sociales: "Los Ayuntamien-
tos establecerán en sus pre-
supuestos una partida espe-
cial destinada exclusiva-
mente al mantenimiento y 
desarrollo de sus servicios 
sociales" (Art. 28). 

Sin entrar en el tema 
de la financiación munici-
pal, que explica en buena 
parte la timidez de gran 
número de Ayuntamientos 
de  nuestra  Comunidad en 
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el campo de los servicios 
sociales y en la falta de sen-
sibilidad social, origen tam-
bién de muchas inhibicio-
nes, hay que decir que el 
sistema de financiación que 
se ha seguido en nuestra 
Comunidad para la creación 
y funcionamiento de la Ayu-
da domiciliaria no favorece 
en absoluto la asunción por 
parte de los Ayuntamientos 
de sus propias responsabi-
lidades, sistema que tiene 
su apoyo normativo en el 
desconcertante artículo 27 
de la Ley, que parece prio-
rizar la iniciativa de la Dipu-
tación en la creación de ser-
vicios de ámbito municipal. 

No cabe duda, sin em-
bargo, que la fórmula que 
nuestras Diputaciones, con 
escasas variantes, han adop-
tado para financiar la Ayu-
da a Domicilio —subvención 
de un módulo por habitan-
te o pago directo del servi-
cio— ha servido para crear 

un recurso de crecimiento 
espectacular, como proba-
blemente no habría ocu-
rrido si la iniciativa hubiese 
tenido que partir de los 
Ayuntamientos; y ha dado, 
también, seguridad financie-
ra a los servicios que están 
por crear. 

Pero el inconveniente 
del tufillo paternalista que 
el sistema despide, puede 
pesar, a la larga, más que 
las ventajas. Por de pronto, 
la fórmula que comentamos 
penaliza a los Ayuntamien-
tos que quieran potenciar y 
perfeccionar el servicio do-
miciliario y condiciona las 
propias iniciativas en la bús-
queda de soluciones adop-
tadas a las peculiaridades 
de cada comunidad, que es 
la razón de ser del Ayunta-
miento y, a la vez, el secreto 
que despierta en el 
ciudadano. 

Félix Moratalla 
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